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Resumen
Este policy brief analiza los aspectos básicos para la construcción de un modelo alternativo de regulación del cannabis de 
uso adulto en Colombia, centrado en la participación de pequeños productores. Se exponen las experiencias internacionales 
al respecto, el fenómeno de estos cultivos y su expansión en el norte del Cauca, así como las experiencias de regulación 
en esta región adelantadas por autoridades indígenas, actores armados y la organización de pequeños productores. En 
particular, se presta atención a las propuestas de estos últimos, en busca de responder a las particularidades históricas del 
país y apostarle a la construcción de paz desde un enfoque de reparación. Finalmente se presentan seis recomendaciones 
para una política de regulación del cannabis de uso adulto, con la convicción de que se debe trascender el paradigma 
prohibicionista, involucrar a los pequeños productores, orientarse a la transformación económica regional y promover un 
enfoque de reparación y construcción de paz. 
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“El enfoque que nosotros hemos pedido de esta 
nueva política de drogas es un enfoque que sea 
para el cuidado de la vida, no una regulación 
para negocio sino una regulación para la paz”. 

Estas palabras, pronunciadas en la instalación de 
la Comisión Accidental sobre la Nueva Política 
de Drogas en Colombia por Luis Muelas Vitonás, 
un productor de cannabis del norte del Cauca, 
pusieron en el centro del debate un tema que 
se estaba tocando de manera tangencial en los 
salones del Congreso y los ministerios: el papel 
de los productores que han sido afectados por la 
guerra contra las drogas, que pueden contribuir 
a la construcción de un esquema de regulación 
que reduzca las violencias y genere condiciones 
para la paz.

Las propuestas y modelos actuales de re-
gulación de los mercados de cannabis de uso 
adulto en Colombia y otros países han centrado 
su atención en las condiciones de acceso de los 
consumidores a la flor seca y sus derivados. No 
obstante, sin dejar de lado la importancia y el 
valor que esto tiene para la construcción de una 
sociedad más democrática, es posible sostener 
que el principal desafío para la regulación en una 
sociedad como la colombiana no es el consumo, 
sino la producción y su articulación en redes de 
economía ilegalizada.

La relación entre la economía del narcotráfico 
y el conflicto armado ha sido analizada por diversas 
investigaciones, así como por personas expertas 
en política pública, desde diferentes perspectivas 
(Ramírez, 2001; Serje, 2005; Espinosa, 2010; Gar-
cía et al., 2013; Duncan, 2015; Ulloa & Coronado, 
2016; Cruz & Pereira, 2021; Britto, 2022; Ciro, 2020; 
2023; Marín et al., 2023; Espitia & Majbub, 2024). 
Recientemente, en su Informe Final, la Comisión 
de la Verdad (CEv) explicó cómo se ha instalado 

una retórica bélica en torno a los cultivadores de 
coca, marihuana y amapola, que los equipara con 
actores del conflicto armado (CEv, 2022). Así mismo, 
el estudio de los antecedentes del paradigma 
prohibicionista ha mostrado cómo en la década de 
los setenta se estableció un régimen internacional 
de fiscalización de las drogas al que Colombia 
adhirió progresivamente1.

Este policy brief presenta una propuesta 
para la regulación del mercado de cannabis de 
uso adulto desde una perspectiva diferente. Se 
estructura en cuatro apartados. En el primero, se 
presentan algunos aspectos de las experiencias 
de regulación de cannabis de uso adulto; en el 
segundo, se esboza un contexto político y econó-
mico de la región del norte del Cauca; el tercero se 
centra en experiencias de regulación de cultivos 
de uso ilícito por parte de autoridades étnicas y 
organizaciones de productores, en el contexto 
regional del conflicto armado. Finalmente, el cuarto 
apartado presenta seis recomendaciones para 
una propuesta de regulación del cannabis de uso 
adulto orientada a la transformación de la economía 
regional y la construcción de paz.

Este documento retoma y complementa 
elementos propuestos en diferentes espacios 
por quienes participan de las discusiones sobre 
política de drogas: académicos, funcionarios de 
instituciones, organizaciones y productores de 
cannabis del norte del Cauca. Algunos de estos 
debates se han dado en audiencias públicas, foros 
académicos, espacios de diálogo con el Gobierno 
nacional o en medios de comunicación.

1 Al respecto, véanse la Convención Única sobre 
Estupefacientes (oNu, 1961), el Convenio sobre 
Sustancias Sicotrópicas (oNu, 1971) y la Convención 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas (oNu, 1988).
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Regulación de cannabis de uso 
adulto a nivel internacional 

Actualmente nueve países (Canadá, Uruguay, Países 
Bajos, Sudáfrica, Malta, Jamaica, España, Bélgica y 
Suiza) y 21 jurisdicciones de EE. uu. han aprobado 
disposiciones legales sobre regulación de cannabis 
de uso adulto. En estas disposiciones, el énfasis de 
la regulación de la cadena productiva de cannabis 
radica en la distribución, comercialización, transfor-
mación y consumo de la planta. Por tratarse en su 
mayoría de sociedades consumidoras, las activida-
des de producción se abordan desde perspectivas 
como el autocultivo o la producción empresarial. 

En este sentido, los esquemas de regulación 
se enfocan en el sujeto consumidor y las garantías 
de acceso a un producto de calidad que reduzca 
riesgos y daños. Otro aspecto en el que ponen 
especial atención estos marcos regulatorios es 
cómo las empresas productoras y los consumidores, 
a partir del pago de impuestos, pueden gene-
rar crecimiento económico a los países, además 
del empleo y las rentas netas que generaría la 
agroindustria del cannabis y toda su cadena de 
distribución y comercialización (Ramírez, 2019; 
Rodríguez-Llach et al., 2022).

Estas experiencias internacionales han sido 
los principales referentes de los proyectos de 
acto legislativo y ley estatutaria que promueven 
la regulación del cannabis de uso adulto en Co-
lombia, cuyo énfasis está puesto en el enfoque 
de salud pública y la garantía del derecho al li-
bre desarrollo de la personalidad. Aunque no 
ignoramos la importancia de regular el consumo, 
consideramos que la regulación del mercado de 
cannabis de uso adulto en el país debe poner en 
el centro a los pequeños productores, dirigirse a 
la transformación económica regional (no solo a 
la sustitución de cultivos) y promover un enfoque 
de reparación y construcción de paz. 

En países como Canadá, Uruguay y algunos 
estados de EE. uu., las licencias para actividades de 
producción prohíben el uso de productos químicos 
para el control de plagas y fijan condiciones para 
el procesamiento, el almacenamiento, el empa-
que, el etiquetado y el mercadeo. En general, se 
otorgan licencias de producción y procesamiento 
a unas pocas empresas privadas y licencias de 
comercialización a farmacias, coffee shops o clubes 
cannábicos. Estos últimos combinan prácticas de 
consumo consciente y autocultivo. Las licencias 
son otorgadas y vigiladas por entidades estatales 
(Murkin, 2016; Cruz & Pereira, 2021).

Frente al consumo, el enfoque de reducción 
de riesgos y daños presente en estas legislaciones 
establece restricciones basadas en la edad, el 
establecimiento de zonas en las que es prohibido 
consumir y la sanción de conductas de riesgo, como 
conducir vehículos bajo la influencia del cannabis. 
También contemplan medidas de prevención y de 
atención especial a casos de consumo problemá-
tico. Como puede verse, estos modelos pioneros 
se han orientado hacia el mercado, la seguridad 
ciudadana y la salud pública.

Sin embargo, es importante resaltar que, 
en los últimos años, ha emergido en algunos 
marcos regulatorios el enfoque de reparación 
a víctimas de la guerra contra las drogas. Una 
de las primeras medidas de este tipo, tomada 
en el estado de New York, estuvo encaminada 
a reparar a personas condenadas por delitos 
asociados con porte y consumo de cannabis a 
través de la eliminación de condenas judicia-
les, la priorización de sus organizaciones para 
el otorgamiento de licencias minoristas para 
distribución y venta de cannabis, y la creación 
de un fondo público-privado con el objeto de 
apoyar estas solicitudes (Koram, 2022; Ward, 
2023). En Canadá, aunque la Ley de Cannabis 
no ha establecido de manera clara un enfoque 
de reparación, algunas provincias han otorgado 
licencias a tiendas minoristas en Reservas de las 
Primeras Naciones (Valleriani et al., 2018).

Como puede verse, aunque estas experiencias 
aportan elementos para pensar la transformación, 
la distribución, la comercialización y el consumo, 
dan pocas pistas sobre cómo regular la produc-
ción. En todo caso, las políticas de reparación 
son especialmente relevantes para los modelos 
de regulación de la producción, así como para 
pensar posibles acuerdos comerciales con países 
que están regulando el consumo (Ciro et al., 2024).

Los cultivos de cannabis de uso 
adulto en el norte del Cauca

Aunque en Colombia existía una legislación sobre 
estupefacientes desde la década de 1920, el país 
se plegó en la década de 1970 al régimen de fisca-
lización internacional en el contexto de la conocida 

“bonanza marimbera” de la costa atlántica (Britto, 
2022). Fue justamente para esa época cuando los 
primeros cultivos de cannabis para uso adulto se 
establecieron en municipios como Corinto y Toribío, 
y la variedad “corinteña” se transportaba hacia la 
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costa caribe y luego hacia los EE. uu. (Cangrejo 
2015; Corporación Ensayos, 2020).

La persecución y penalización del cultivo 
produjeron una significativa reducción de la pro-
ducción entre los años 1980 y 1990, cuando los 
ingresos derivados del cannabis fueron sustituidos 
en la economía regional por los cultivos de coca 
y amapola. La rápida expansión de los cultivos de 
coca y su relación con el conflicto armado en varias 
regiones del país llevaron a la política antidrogas 
y los análisis académicos a enfocarse en el tráfico 
de cocaína, relegando la preocupación por los 
cultivos de cannabis como un problema de menor 
relevancia (CEv, 2022).

Sin embargo, desde comienzos de este siglo 
se fue consolidando en el suroccidente de Colom-
bia el mayor volumen de producción de cannabis 
para uso adulto del país. La expansión de estos 
cultivos y su consolidación como componente 
central en la economía regional ha contribuido 
a transformar las dinámicas sociales, político-or-
ganizativas y culturales en la región del norte del 
Cauca, particularmente en cinco municipios: Toribío, 
Jambaló, Caloto, Corinto y Miranda (figura 1).

El norte del Cauca es una región multicultural, 
habitada por población indígena, campesina y 
afrodescendiente, donde la mayoría de habitantes 
vive en zonas rurales. Su historia ha estado marcada 
por una profunda inequidad en la distribución de la 
tierra y por la presencia del conflicto armado. Frente 
a esto, la población tiene una prolongada historia de 
organización, cuyas demandas han sido el acceso 
a la tierra y la exigencia de su derecho al territorio y 
la autodeterminación. Sin embargo, las dinámicas 
del conflicto armado, la densidad poblacional y la 
creciente presión sobre los recursos han llevado a 
que las familias indígenas y campesinas busquen 
solventar su economía mediante la producción 
de cultivos de cannabis, que garantizan una alta 
rentabilidad en pequeñas extensiones de tierra.

A inicios de la década de 2010 se produjo la 
expansión de los cultivos de cannabis en la región, 
sumada a un crecimiento exponencial del número 
de productores. Este auge se relaciona con la in-
troducción de la variedad conocida como “creepy”, 
que, además de requerir pequeñas extensiones 
de tierra para su cultivo, llegó a alcanzar un precio 
de venta cercano a los 400 000 pesos por libra 
(Corporación Ensayos, 2020, p. 81). Conforme 
creció la participación del cultivo en la economía 
regional, fue superando los ingresos generados por 
el café, considerado como uno de los productos 
más rentables.

El incremento en la oferta de la flor seca pro-
dujo una disminución de los precios de venta en el 
mercado. A pesar de ello, los ingresos generados 
continuaron siendo llamativos para los agricultores 
indígenas y campesinos. Se estima que para 2019 
se contaba con aproximadamente 5000 producto-
res en el municipio de Toribío (Corporación Ensayos, 
2020). En la actualidad, la cifra llega a unos 15 000 
en los cinco municipios (Espitia & Majbub, 2024).

Durante los primeros años de expansión del 
cultivo hubo controles y sanciones por parte de 
la fuerza pública y de las autoridades indígenas, 
que decomisaron cargamentos y judicializaron a 
algunos productores. En este contexto, en 2021 se 
conformó el “Gremio de Cultivadores y Cultivado-
ras de Cannabis”, que ha liderado acuerdos para 
regular la producción en temas como el tamaño 
de los cultivos, el uso de bienes comunes como el 
agua o la energía, la diversificación productiva y 
la soberanía alimentaria. Las vocerías del gremio 
han planteado a la institucionalidad local y nacional 
diferentes propuestas en este sentido, incluyendo 
un enfoque de reparación.

Figura 1. Municipios del norte del 
Cauca productores de cannabis.

Fuente: Juan David Anzola.
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Experiencias de regulación de los 
cultivos de cannabis en el norte del Cauca

La regulación de la producción de cannabis en el 
norte del Cauca está marcada por las tensiones 
entre al menos cuatro tipos de actores: las autorida-
des estatales, las autoridades indígenas, los grupos 
armados ilegales y los productores de cannabis. 
Las autoridades tanto estatales como indígenas 
han acentuado las expresiones del paradigma de 
regulación prohibicionista. Recientemente, los pro-
ductores organizados han hecho propuestas que 
abren la posibilidad de regular colectivamente los 
cultivos. Aunque todavía hay un largo camino por 
recorrer, estas propuestas han llamado la atención 
de autoridades indígenas e instituciones públicas; 
queda por resolver cuál será el papel de los actores 
armados en la regulación.

La regulación de los cultivos de uso 
ilícito por las autoridades indígenas
Desde la década de 1990, las autoridades y or-
ganizaciones indígenas del Cauca han realizado 
acciones de control a la producción y comerciali-
zación de cultivos de coca, marihuana y amapola, 
y han planteado programas para la sustitución de 
cultivos de uso ilícito. En ocasiones, lo han hecho 
mediante acuerdos con el Gobierno nacional; 
en otras, en el marco de su proyecto regional de 
construcción de autonomía. En términos gene-
rales, se han mantenido dentro de un enfoque 
prohibicionista.

Podría decirse que la primera iniciativa de 
este tipo fue el Acuerdo de Jambaló, suscrito en 
1992 entre el Gobierno nacional y el Consejo Re-
gional Indígena del Cauca (CrIC), en el marco del 
Plan Nacional de Rehabilitación (PNr). En la misma 
línea, se produjo la resolución de Jambaló de 1999. 
Durante esa década, el incumplimiento por parte 
del Gobierno derivó en la resiembra de los culti-
vos de amapola, afianzó la expansión de cultivos 
de coca y generó amenazas hacia autoridades 
indígenas, que fueron señaladas por los grupos 
armados como colaboradoras del Estado (CrIC, 
2022, pp. 236-237).

En la década siguiente, el mandato del XI 
Congreso del CrIC (2001) se pronunció sobre la 
prohibición de “cultivos ilícitos”, rechazando las 
aspersiones con glifosato. En 2002, el Primer Con-
greso Zonal de la Asociación de Cabildos Indígenas 
del Norte del Cauca (ACIN) propuso avanzar en 
la sustitución si el Gobierno ofrecía alternativas 
económicas para los cultivadores (ACIN, 2003, p. 4). 

Durante este periodo, las propuestas se centraron 
en la eliminación de plantaciones, control a la 
comercialización, prohibición de actividades de 
procesamiento y castigo a los involucrados. En 
algunos casos, se incluyeron alternativas para la 
sustitución de cultivos.

En 2011, en medio de una cruda agudización 
del conflicto armado y luego de la explosión de 
una “chiva bomba” en Toribío, el CrIC propuso un 

“plan regional de solución a la economía ilegal” 
contenido en el pronunciamiento “Terminar la 
guerra, defender la autonomía, reconstruir los 
bienes civiles y construir la paz” (CrIC, 2011). Allí 
se planteó el problema de las economías ilícitas 
como un asunto regional, lo que implicó un viraje 
en las posturas de la organización hacia el análi-
sis de factores de orden político, social y cultural 
como determinantes en la consolidación de un 
modelo económico basado en las rentas que res-
taba autonomía a las comunidades. Sin embargo, 
esta posición no se materializó en cambios en las 
prácticas de regulación.

En los últimos años, ante la expansión de los 
cultivos de cannabis, las autoridades indígenas 
establecieron puntos de control para el decomiso 
de cargamentos, judicializaron comuneros bajo la 
jurisdicción especial indígena y avanzaron en la 
erradicación forzosa de los cultivos. El tratamiento 
dado al problema contribuyó en su momento a 
la estigmatización de la población cultivadora, lo 
que profundizó tensiones dentro de la comunidad. 
Las familias productoras insistieron en señalar la 
ausencia de garantías para avanzar en procesos de 
sustitución que les permitieran obtener ingresos 
económicos equivalentes a los que generaban los 
cultivos de cannabis.

La regulación armada de los 
cultivos de cannabis
De acuerdo con la investigación realizada por la 
Corporación Ensayos (2020, p. 83), luego de la firma 
del acuerdo de paz entre el Gobierno nacional y las 
fArC-EP en el 2016 hubo tres elementos claves en la 
consolidación de la economía del cultivo de canna-
bis. En primer lugar, en ese momento los precios de 
la libra prensada eran bastante altos. En segundo 
lugar, los incumplimientos en la implementación 
del Programa Nacional Integral de Sustitución de 
Cultivos de Uso Ilícito (PNIS)2 incrementaron la des-
confianza de la población cultivadora y estimularon 

2  Este programa es el eje fundamental del punto 4 del 
Acuerdo de Paz de 2016. 
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la expansión de los cultivos de coca y cannabis. En 
tercer lugar, la legalización del cannabis de uso 
medicinal en 2016 favoreció a empresas nacionales 
y extranjeras de gran capital, dejando por fuera 
propuestas de pequeños y medianos cultivadores.

A este contexto cabe añadir que la desmo-
vilización de las fArC-EP sustrajo a un importante 
actor en la regulación de esta economía, lo que 
supuso que la definición del precio se hiciera por 
parte de los compradores, ante la ausencia del 
regulador armado. Entre 2017 y 2018, esta au-
sencia transformó la relación entre cultivadores 
y compradores. 

En este periodo se conformaron los grupos 
denominados por medios de comunicación e 
instituciones como disidencias de las fArC-EP. En 
la región fueron creadas las columnas móviles 
Dagoberto Ramos y Jaime Martínez, que vincularon 
a sus filas algunos excombatientes de las fArC-EP 
y un número significativo de jóvenes indígenas, 
campesinos y afrodescendientes de la región. 
Posteriormente fue conformado el Comando 
Coordinador de Occidente (CCo), que expandió 
su presencia y control territorial en el surocciden-
te del país, y actualmente se denomina Bloque 
Occidental Jacobo Arenas EmC fArC EP (Rutas del 
Conflicto, 2021). Una de las actividades de estos 
grupos armados es el cobro de “impuestos” a los 
compradores de hoja y pasta base de coca, o flor 
seca de cannabis, a los que ofrecen seguridad en 
las rutas de comercialización (El Espectador, 15 de 
noviembre de 2020). Ante la creciente presencia y 
accionar armado de los grupos armados ilegales, 
las autoridades locales y la fuerza pública fortale-
cieron su despliegue en la región.

Por tanto, la presencia del Estado se impuso 
por medio de la fuerza y la creación de narrativas 
sobre territorios y comunidades en las que debía 
instaurarse un orden (Serje, 2013, p. 99), conju-
gando la militarización con precarias alternativas 
económicas. Es así como se instaló la Fuerza de 
Despliegue Rápido (Fudra 4) en el norte del Cauca 
(Rutas del Conflicto, 2021), que agudizó la per-
secución y estigmatización por parte del Estado 
hacia las familias cultivadoras y sus comunidades. 
A pesar de ello, el Estado no logró controlar los 
cultivos ni ha materializado mayores alternativas 
económicas viables para la región.

Es importante resaltar que el vínculo entre 
las políticas prohibicionistas de las autoridades 
indígenas y el Estado, y las dinámicas del conflicto 
armado, es clave para comprender la forma en 
que los pequeños productores han sido afectados 

por la guerra contra las drogas. La población pro-
ductora ha sido expuesta a altísimos niveles de 
estigmatización, judicialización y violencia. Por 
ello, esta población ha insistido en que cualquier 
proyecto de regulación debe priorizar a los culti-
vadores preexistentes que han sufrido el rigor del 
prohibicionismo.

La regulación del cultivo de cannabis 
por los pequeños productores
Los productores organizados en el Gremio de 
Cultivadores y Cultivadoras de Cannabis, a partir 
de un análisis realizado en uno de sus primeros 
espacios asamblearios, discutieron sobre el número 
de plantas que generaría condiciones suficientes 
de subsistencia para las familias cultivadoras y 
acordaron que cada unidad productiva tendría 
un máximo de quinientas plantas (La Liga contra 
el Silencio, 2022). El establecimiento de acuerdos 
sobre número de plantas por cultivo, determinado 
para el control de la oferta y la propuesta de un 
precio base fijo para la venta de flor seca, estimu-
laron la creación de gremios locales en territorios 
indígenas y campesinos en Corinto, Miranda, Ca-
loto y Jambaló.

Dentro de los espacios asamblearios del 
Gremio y de las diversas asociaciones y coopera-
tivas relacionadas con la producción de cannabis 
(Caucannabis, Asociación Flor del Palo, Asipam, 
Paz y Progreso, ASoAICCAm, Mantey Yuce Tasx, CoC-
CAm) se debaten las principales problemáticas 
identificadas por los cultivadores: las altísimas 
tasas de intermediación que implica un mercado 
ilegalizado; el limitado acceso a tierras produc-
tivas y a infraestructura para la transformación; 
las prácticas convencionales de producción con 
uso de agroquímicos; el manejo irresponsable 
de bienes comunes y la pérdida de soberanía 
alimentaria, entre otras.

En las intervenciones públicas del gremio 
también se han escuchado las voces de las mujeres, 
que se vinculan a la cadena como cultivadoras, 

“desmoñadoras” y “peluqueras” en los procesos 
de cosecha y poscosecha. Estas mujeres, muchas 
de ellas cabeza de hogar, han puesto énfasis en 
la baja y desigual remuneración de sus activida-
des, las inequidades en la propiedad de la tierra 
y las barreras que enfrentan para participar en las 
decisiones que afectan sus cultivos e iniciativas 
productivas (Bautista & Hinojosa, 2023; Espitia & 
Majbub, 2024).

En las reuniones de cultivadores y cultiva-
doras, realizadas vereda a vereda, se construyen 
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acuerdos sobre el uso del agua de riego, la madera, 
la energía eléctrica, y se fomentan prácticas de 
diversificación económica y mejoramiento de los 
cultivos (Espitia & Majbub, 2024). También se ha 
avanzado en diálogos con colectivos y asociacio-
nes de consumidores conscientes de cannabis 
recreativo para generar lazos de colaboración, 
intercambio y mercado justo. De esta manera se 
ha fortalecido esta asociación de cultivadores, que 
hoy se expresa como una fuerza social importante 
y participa en espacios de las organizaciones cam-
pesinas y autoridades indígenas, además de otras 
expresiones político-organizativas de la región. 

Algunas personas voceras y representantes 
de la población cultivadora también han buscado 
representación en la política electoral, han posicio-
nado sus intereses en diálogos locales, regionales 
y nacionales para la construcción de la política de 
drogas, y mantienen espacios de conversación con 
autoridades indígenas con el fin de superar las 
perspectivas prohibicionistas, posicionando pro-
puestas alternativas para la regulación comunitaria.

Recomendaciones: regular para la paz

Con el fin de participar de manera efectiva en la 
construcción de una política de drogas y de los 
proyectos de ley para la regulación de cannabis 
de uso adulto, los pequeños cultivadores del norte 
del Cauca han elaborado propuestas claves para 
una regulación para la paz. En este sentido, han 
insistido en la necesidad de cualificar sus habilida-
des técnicas, obtener la infraestructura necesaria y 
viabilizar cadenas de comercialización más justas 
que dinamicen la economía regional. También 
plantean la necesidad de avanzar en una política 
de drogas que incorpore sus iniciativas y los reco-
nozca como cultivadores preexistentes, víctimas del 
conflicto armado y de la guerra contra las drogas.

Es posible afirmar que sus propuestas se 
enmarcan en un enfoque de construcción de paz, 
en cuanto tienden hacia la construcción de una 
economía sin armas, con justicia social, que pro-
mueva la participación comunitaria, la equidad de 
género y la sostenibilidad ambiental. Así mismo, 
constituye una posibilidad de reparación para 
grupos históricamente afectados por el régimen 
global prohibicionista y represivo de regulación 
del mercado de las drogas (Ciro et al., 2024).

Las siguientes recomendaciones no preten-
den representar la voz de la población cultivadora 
o del gremio. Solo ellos y ellas conocen y pueden 

hablar en nombre de sus intereses y sus proce-
sos. Sin embargo, uno de los propósitos de este 
documento es poner en diálogo algunas de sus 
propuestas, junto a iniciativas producto de nuestro 
análisis y experiencia, con la intención de nutrir 
el debate académico y político que conduzca a 
un marco regulatorio del cannabis de uso adulto.

1. Focalización con enfoque de reparación
Acoger un enfoque de reparación implica construir 
una propuesta que permita superar las afectacio-
nes históricamente vividas por las y los pequeños 
cultivadores de cannabis del norte del Cauca. Con 
ello se busca crear condiciones que conduzcan a la 
distribución más equitativa de la riqueza, reparan-
do a un amplio sector de la población que ha sido 
objeto de estigmatización, represión y criminaliza-
ción, por hacer parte de una economía ilegalizada. 
Una primera medida de reparación sería focalizar 
las licencias de producción, transformación, trans-
porte y comercialización en las y los pequeños 
cultivadores campesinos e indígenas preexistentes 
del norte del Cauca, de manera que las ganancias 
de este mercado beneficien prioritariamente a estos 
productores y no a quienes se lucran de su trabajo. 
Otra medida sería la excarcelación y eliminación 
de antecedentes penales de las personas que han 
sido procesadas por delitos asociados a la siembra, 
tenencia y comercialización de cannabis.

2. Mercado justo para los 
pequeños productores
Uno de los principales pilares de una regulación 
comunitaria consiste en invertir los márgenes de 
ganancias que históricamente se han establecido 
en los mercados de economías ilegalizadas como 
la del cannabis, caracterizada por la distribución 
asimétrica de las rentas y las violencias (Ciro, 2023). 
Es decir, dado que quienes menos rentas reciben 
son quienes más violencias sufren, proponemos 
invertir la ecuación, para que los pequeños pro-
ductores de cannabis de la región no sean simples 
proveedores de materia prima, sino creadores de 
valor agregado y receptores de un porcentaje 
mayor de las rentas en el mercado regulado. Ga-
rantizar mejores ingresos podría incluso disminuir 
la cantidad de plantas de cannabis sembradas 
por unidad de producción, de tal manera que 
se reduzca la oferta de cannabis en el mercado 
regulado y simultáneamente se diversifiquen los 
cultivos en dichas unidades productivas.

Si las licencias de producción se orientan des-
de una perspectiva de economía solidaria para 
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asociaciones de cultivadores a nivel subregional, 
podrían abarcar los procesos de acopio, transfor-
mación y distribución a comercializadoras, así como 
la administración, comercialización, transformación 
y transporte de la flor seca y productos derivados, 
tanto como la producción de semillas y la creación 
de nuevas genéticas. Estos procesos deben ser 
centralizados en una figura jurídica (federación, coo-
perativa o asociación) de carácter regional liderada 
por los productores y en la que puedan participar 
las autoridades indígenas, las organizaciones cam-
pesinas y la institucionalidad nacional y local.

Desde una perspectiva de comercio justo, 
es necesario posicionar estos asuntos en un de-
bate internacional sobre política de drogas, así 
como plantear la importancia de abrir nuevos 
mercados para el cannabis de uso adulto, con 
base en criterios de reparación a las víctimas de 
la guerra global contra las drogas. Una experien-
cia inicial podría basarse en acuerdos con países 
y estados que están regulando su consumo. Es 
decir, acuerdos del Estado colombiano con estos, 
que garanticen la participación de los pequeños 
productores del norte del Cauca, para abastecer 
los mercados de esos países y estados que ya han 
regulado el consumo.

3. Equidad de género
La producción de cannabis en el norte del Cauca 
se sostiene principalmente con el trabajo familiar 
campesino e indígena. Por ende, una propuesta de 
regulación debería promover el acceso equitativo 
a la tierra, la remuneración justa del trabajo, el reco-
nocimiento del trabajo del cuidado y la eliminación 
de cualquier forma de discriminación basada en 
género. Debe prestarse especial atención a las 
mujeres cabeza de hogar, madres al cuidado de 
hijos menores de edad y personas cuidadoras 
de adultos mayores, particularmente en cuanto 
a la equidad en la remuneración de su trabajo, la 
participación equitativa en actividades remune-
radas y la vinculación a programas de acceso a 
la tierra o de mejoramiento de las condiciones de 
vida (salud, vivienda, educación, etc.).

4. Cuidado de la vida y la naturaleza
El cultivo regulado de cannabis debe implementar 
prácticas que disminuyan los factores de riesgo 
a la salud, tanto en los espacios de producción 
como en los de consumo. Por lo tanto, se requiere 
tomar medidas de transición a corto y mediano 
plazo que disminuyan el uso de contaminantes 
como agroquímicos y plásticos, y promuevan la 

fabricación y uso de abonos orgánicos y mate-
riales biodegradables. De esta manera se busca 
proteger las fuentes de agua, la tierra, los animales 
domésticos, la fauna local, la salud de las familias 
cultivadoras y demás trabajadores en la cadena 
de producción, al tiempo que se garantizan con-
diciones de calidad y sanidad para el consumidor 
final. Además de prácticas sostenibles a nivel de 
parcela, estos mecanismos irían acompañados de 
acciones más amplias de cuidado de fuentes de 
agua de uso colectivo y de la diversidad de fauna 
y flora en la región.

5. Soberanía alimentaria y economía regional
Además de la importancia de fomentar una transi-
ción hacia cultivos ambientalmente sostenibles y 
respetuosos de los espacios de vida, se considera 
aún más importante que la producción de cannabis 
no se constituya en un monocultivo más, pues 
reduciría la diversidad y minimizaría las opciones 
de producción y autoabastecimiento de alimentos. 
Se aboga por una propuesta distinta a la de mono-
cultivos como la caña de azúcar y el café, presentes 
en la región, que atentan contra la diversidad bio-
lógica y ponen en riesgo la soberanía alimentaria. 
El mejoramiento de la economía regional no se 
alcanzará solo mediante el incremento de ingre-
sos; implica un modelo de economía sostenible 
ambiental y socialmente.

De este modelo hacen parte los procesos de 
recuperación de conocimientos que favorezcan 
la diversificación de cultivos. En este sentido, se 
requiere de una institucionalidad regional que 
acompañe y brinde asistencia técnica para garanti-
zar el mejoramiento de los cultivos y la calidad de 
los productos. También es clave la participación 
de otros actores económicos de la región con 
quienes se pueda establecer alianzas productivas, 
de comercialización, abastecimiento de insumos 
y creación de valor para la cadena de cannabis. 
Finalmente, es clave estimular otros renglones de 
la economía, de tal manera que las condiciones 
favorables en el mercado de cannabis no produz-
can una desmejora de las condiciones de otros 
productos o actividades.

6. Vinculación de personas en 
proceso de reincorporación
Los grupos armados que hacen presencia en la 
región fueron conformados o se reconfiguraron 
luego del acuerdo de paz de 2016. Una de sus 
estrategias de crecimiento ha sido el reclutamiento 
de jóvenes de la región, por lo cual sus ejércitos han 
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sido conformados por la vinculación de población 
joven indígena y campesina. Para avanzar en la 
construcción de paz justa, es importante considerar 
la participación en proyectos productivos de per-
sonas que se vinculen activamente en procesos de 
reincorporación efectiva en un eventual proceso 
de negociación con el Gobierno nacional. Así, se 
plantea la posibilidad de que puedan reincorpo-
rarse a través de su participación en actividades de 
cultivo, procesamiento, transporte o distribución 
de los productos derivados del cannabis. Para 
ello se propone considerar la participación de 
mil personas que se integren a esta economía. De 
esta manera se abriría una alternativa económica 
que podría estimular procesos de reincorporación, 
superando uno de los principales obstáculos que 
afronta este tipo de procesos: la falta de incentivos.
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